El Ordenamiento Territorial como política de Estado by Gudiño, María Elina
El Ordenamiento Territorial
como política de Estado
Land Planning as a State Policy
María Elina Gudiño1
Para citar este artículo, utilice el nombre completo así:
Gudiño, M. E. (2015). El Ordenamiento Territorial como política de Estado. Perspectiva 
Geográfica, 20(1), 11-36.
Resumen
El análisis crítico e interpretativo sobre el proceso de planificación en América 
Latina, como también el desarrollo de la experiencia de Argentina y Mendoza, 
en particular, fundamentan la necesidad de transformar al Ordenamiento 
Territorial en una verdadera política de Estado. Los cambios que se necesitan 
operar en la gestión dependen del grado de institucionalidad, gobernabilidad 
y gobernanza que se logre. Una política de Estado se construye a partir de 
consensos o, por lo menos, definiendo compromisos que deben plasmarse en 
acuerdos formales para llegar a un gran acuerdo, perdurable en el tiempo; es 
preciso poner por delante el interés común de la sociedad y los principios y 
fines del Ordenamiento Territorial. Si esto no se consigue, las transformaciones 
estructurales que la propia naturaleza del territorio exige, y que hoy reclama la 
sociedad, nuevamente fracasarán.
Palabras clave: gestión territorial, ordenamiento territorial, política de estado, 
políticas públicas.
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Abstract
The critical and interpretive analysis of the planning process in Latin America, 
as well as the development of the experience of Argentina and Mendoza in 
particular, establishes the need to transform Territorial Planning into a true 
state policy. The changes that need to operate in the management depend on 
the grade of the institutionality, governability and governance that is achieved. 
A State policy is built on consensus or at least defining commitments to be 
translated into formal agreements to achieve a great deal. This is maintained 
over time, putting forward the common interests of society and the principles 
and purposes of Territorial Planning. If the structural transformations that 
the nature of the territory requires and the demands of society today are not 
achieved, they will fail again.
Keywords: land management, land planning, state policy, public policy.
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Introducción
El escenario actual de América La-
tina exige la implementación de 
nuevas estrategias que permitan al-
canzar un desarrollo humano sos-
tenible. Una de estas es la de con-
vertir el Ordenamiento Territorial 
en una política de Estado para po-
der implementar acciones tendien-
tes a revertir impactos negativos en 
el territorio. 
Esta afirmación se fundamenta en 
dos hechos: los resultados de más 
de 40 años de historia de la pla-
nificación en América Latina y la 
debilidad que, actualmente, mues-
tra el Estado frente al mercado, lo 
que se traduce en un aumento de 
los desequilibrios territoriales, ini-
quidades sociales y deterioro am-
biental entre lo urbano y lo rural, 
en el sistema de ciudades en escala 
global, nacional y regional, y aún 
dentro de una misma ciudad: 
En ciertos ámbitos tecnocráti-
cos y académicos latinoame-
ricanos, se observó una fuerte 
propensión a idealizar la capa-
cidad de la planificación como 
instrumento para promover el 
desarrollo económico y social, 
propensión que se puede califi-
car como desmesurada si se la 
observa a la luz de los resultados 
que se lograron con su aplica-
ción. De esa idealización da fe-
haciente testimonio una amplia 
literatura económica y socioló-
gica de la época y, en particular, 
muchos documentos elaborados 
bajo el alero de organizaciones 
internacionales, como la Orga-
nización de los Estados Ame-
ricanos (OEA), la CEPAL y el 
Instituto Latinoamericano de 
Planificación Económica y So-
cial (ILPES) (De Mattos, 2005, 
p. 12).
Tal como lo señala Carlos De Ma-
ttos, la planificación no ha sido 
exitosa y muestra de ello es la per-
sistencia de problemáticas estruc-
turales que no logran resolverse, 
tales como concentración econó-
mica y disparidades regionales.
La formulación de políticas secto-
riales y la aplicación de modalida-
des de planificación en las que no 
se tienen en cuenta al territorio, no 
han logrado atenuar las disparida-
des regionales ocasionadas por la 
lógica concentradora del merca-
do. Es por eso que, desde inicios 
del siglo XXI, la esperanza está 
puesta en el Ordenamiento Territo-
rial, como técnica de planificación 
que permita abordar la naturaleza 
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multi-escalar, sistémica e integral 
del territorio, lo que exige coordi-
nación y coherencia en el accionar 
de las diferentes instituciones con 
competencia en el tema y en la for-
mulación y ejecución de las polí-
ticas públicas para racionalizar el 
proceso de decisiones en el corto, 
mediano y largo plazo. Sin embar-
go, esto no ha sido así. La realidad 
demuestra que las políticas públi-
cas aplicadas no tienen en cuenta 
la naturaleza holística y sistémica 
del territorio, la que fundamenta la 
necesidad de coordinación en su 
aplicación:
Los obstáculos no son de natu-
raleza científica, sino de gestión, 
planificación, ejecución y con-
trol de las instituciones compe-
tentes. (Vega Mora, 2008, p. 68)
Desde una perspectiva analítica, 
interpretativa y crítica se plantea 
la necesidad de producir cambios 
profundos en la manera de ges-
tionar el territorio, los que depen-
den del grado de institucionalidad, 
gobernabilidad y gobernanza que 
se alcance. Se trata de condicio-
namientos que están implícitos en 
una política de Estado y constitu-
yen parte de una estrategia para que 
esta modalidad de planificación no 
fracase y perdure en el tiempo. 
1. Fundamentos teóricos
A partir de las últimas décadas del 
siglo XX, el Ordenamiento Terri-
torial es objeto de una renovación 
conceptual y metodológica sin pre-
cedente. El cambio sustancial lo 
constituye la transición de un or-
denamiento voluntarista, dirigido, 
centralizado en el Estado, hacia un 
ordenamiento coordinado y con-
certado entre distintos actores, aun 
cuando el que lidere el proceso sea 
el Estado por ser él que debe velar 
por el bien común. Al respecto, la 
Carta Europea de Ordenación del 
Territorio define al Ordenamiento 
Territorial, como: 
…expresión espacial de la polí-
tica económica, social, cultural 
y ecológica de toda la socie-
dad... una política concebida 
con un enfoque global, cuyo ob-
jetivo es el desarrollo equilibra-
do de las regiones y la organiza-
ción física del espacio según un 
concepto rector, una nueva con-
cepción de política, transversal 
a las políticas sectoriales, que 
permite concertar decisiones 
y coordinar acciones entre los 
sectores públicos, jurisdiccio-
nes territoriales y sectores pri-
vados y velar por el bien común 
promoviendo un desarrollo más 
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sustentable, sostenible y social-
mente más equitativo (Consejo 
de Europa 2008, p. 2).
La nueva concepción del Ordena-
miento Territorial pone el acento 
no solo en el estudio interdiscipli-
nario del territorio y la planifica-
ción, sino en la política y la gestión; 
es decir, en el juego de intereses y 
conflictos y en la construcción de 
consensos, como también en la ne-
cesidad de precisar a qué Estado se 
hace referencia, como entidad po-
lítico-territorial para poder definir 
un nuevo tipo de política que per-
mita gestionar el territorio de una 
manera más eficiente. Esto implica 
operar cambios profundos que solo 
se pueden hacer si se convierte el 
Ordenamiento Territorial en una 
verdadera política de Estado. 
1.1 El Estado como entidad terri-
torial 
 
Como muchos conceptos centra-
les en las ciencias sociales, existe 
una verdadera polisemia referente 
al Estado, pero se puede encontrar 
tres nociones básicas en la litera-
tura de la teoría política (Isuani, 
1984), a saber:
• Como una asociación política 
o comunidad que incluye una 
institución de gobierno, por 
lo que Estado y gobierno no 
son idénticos. Max Weber, el 
representante más importante 
de esta teoría considera que 
la organización política 
gobernante se caracteriza por la 
territorialidad y la existencia de 
un órgano administrativo; 
• como una dimensión de la 
sociedad más abstracta. Hegel, 
al respecto, menciona que el 
Estado no es el gobierno de una 
sociedad, sino una dimensión 
altamente abstracta de la 
sociedad que tiene que ver con 
la ética, lo universal y particular, 
la solidaridad y la identidad; 
• como un aparato para el gobierno 
y la administración, posición 
sostenida por Karl Marx, para 
quien el Estado es básicamente 
un órgano separado de la 
sociedad, no es una dimensión 
abstracta, sino una institución 
concreta en las que la autonomía 
y la intervención adquieren 
significado. 
En este caso, interesa el Estado 
como entidad político-territorial; 
una asociación política o comu-
nidad asentada sobre un espacio 
determinado y organizada política-
mente. (Méndez y Molinero, 1984).
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Se hace referencia al denominado 
Estado-Nación, el que supone una 
serie de elementos como: organiza-
ción política, ordenamiento jurídi-
co, aparato de gobierno, población 
y territorio y dos componentes bá-
sicos: la territorialidad o control 
de un espacio determinado y la co-
munidad organizada políticamente 
que se dota de un sistema de go-
bierno encargado de preservar su 
integridad territorial. 
Méndez y Molinero (1984) 
destacan el criterio de organización 
territorial de los Estados, los que 
pueden clasificarse según el grado 
de descentralización del poder 
central en: 
• Estado unitario o centralizado 
(en donde la soberanía no está 
dividida); tienen un único centro 
de poder, aunque es frecuente 
que haya cierta descentralización 
administrativa, por lo menos en 
el nivel municipal. 
• Estado regional o autonómico 
es también un modelo frecuente, 
especialmente, en países en 
los que, debido a razones 
administrativas, históricas y 
democráticas, se crea unidades 
subestatales de cierta entidad. 
Existe autonomía política, 
aunque se trata de una sola 
soberanía nacional.
• Estado federal, modelo quizá 
más acorde con las necesidades 
descentralizadoras de algunos 
países para proteger la 
unidad nacional por encima 
de particularidades étnicas, 
lingüísticas e históricas. 
Este modelo, nacido de la 
Constitución norteamericana de 
1787, plantea la superposición 
de dos estructuras: la Federación 
(sujeto soberano y garantía de 
unidad nacional) y los Estados 
miembros. Para Taylor (1994), 
el federalismo es quizá la forma 
más “geográfica” de Estado, ya 
que afronta más racionalmente 
las diferencias socioeconómicas 
en territorios muy extensos y los 
particularismos regionales.
• La Confederación es el modelo 
estatal en el que las relaciones 
con el poder central son más 
laxas. Mas bien, se trata de una 
unión de Estados soberanos 
con carácter más o menos 
permanente. La soberanía de 
cada Estado se mantiene, pero 
se renuncia a cierto poder en pro 
de una coordinación mayor entre 
varios para formar una entidad 
superior. Uno de los objetivos 
básicos de una confederación 
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puede ser la defensa común para 
garantizar la seguridad externa e 
interna de los Estados.
1.2 Políticas de Estado y políticas 
públicas
Una política de Estado supone una 
orientación fundamental que con-
serva una cierta direccionalidad en 
el tiempo; difícilmente modificada 
más allá de la ideología de quien 
esté en el ejercicio del poder. La 
continuidad de estos grandes linea-
mientos funciona como un marco 
de acción que proporciona una re-
lativa estabilidad y coherencia en 
la formulación y ejecución de las 
políticas públicas. Es por ello que, 
incluso, muchas veces la política 
de Estado es plasmada en el propio 
texto de la Constitución e integra 
en forma permanente la agenda gu-
bernamental. No es una expresión 
jurídica, sino política. Es la mani-
festación más significativa de la 
capacidad de conducción del Esta-
do. Forma parte de las estrategias 
centrales de un país, región autóno-
ma o Estado federativo nacional o 
subnacional y se sostiene más allá 
del color político-ideológico de un 
Gobierno. Es por eso que trascien-
de la temporalidad de la gestión, la 
resolución de problemas de coyun-
tura y aún los de mediano alcance 
para tratar de definir criterios que 
resuelvan problemas de nivel es-
tructural (Weber, 2007). 
Cuando se habla de política de Es-
tado se hace referencia a un tipo 
especial de política, dando por su-
puesto que existen otras de carác-
ter más circunstancial, coyuntural 
o específicas relacionadas con una 
gestión gubernamental particular. 
• “Una política de Estado, en 
la medida que trasciende a los 
partidos y a las ideologías, 
debería ser producto del 
consenso o de un gran acuerdo 
nacional que ponga por delante 
el interés del conjunto de la 
Nación” (Rulli, 2006).
• “Una política de Estado no 
puede pensarse como un 
programa rígido y estático 
en el tiempo, sino como el 
resultado complejo y cambiante 
de la combinación de fuerzas 
políticas, equilibrios sociales, 
historia y cultura” (Natanson, 
2008).
• “Son estables y continuas. No 
dependen de los cambiantes 
humores políticos de los 
gobiernos, ni de las coyunturas 
electorales, sino que se apoyan en 
saberes técnicos y en consensos. 
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Hoy, las políticas de Estado 
aparecen en muchas propuestas 
como un programa redactado 
por expertos y rubricado por 
políticos y en las antípodas 
del decisionismo. Combinan 
la ilusión tecnocrática con 
una dosis de otra ilusión: el 
consenso…” (Romero, 2010).
• Es una política que trasciende 
al gobierno que la inicia y 
continuada como un mandato 
por otros gobiernos que lo 
suceden, que fija cursos de 
acción que van a influir en 
la vida del Estado y de su 
propia sociedad y que supone 
un conjunto de acciones y 
omisiones que manifiestan 
una determinada modalidad 
de intervención del Estado en 
relación con una cuestión que 
concita la atención, interés o 
movilización de otros actores 
en la sociedad civil” (Cueto & 
Guardamagna, 2011, p. 14).
En este esquema, el Gobierno es 
el encargado de dirigir y conducir 
el Estado, a través de equipos de 
dirigentes y técnicos que se renue-
van periódicamente y que tienen 
la responsabilidad de formular, 
implementar y ejecutar políticas a 
partir de un conjunto de normas, 
reglamentos, procedimientos y 
controles que, articulados por una 
cierta idea de lo que se puede y se 
debe hacer, constituyen las buenas 
prácticas de la administración o 
gestión. 
Los gobiernos formulan políticas 
públicas que definen rumbos en 
sus principales áreas de actuación 
o gestión –educación, desarrollo 
económico, salud, política exte-
rior, entre otras–. Generalmente, 
son sectoriales y no integrales, no 
siempre tienen en cuenta el dónde 
se implementan ni quiénes son los 
beneficiarios; pueden tener, o no, 
un amplio consenso social y polí-
tico y perdurar, o no, en el tiempo, 
pero no necesariamente son políti-
cas de Estado.
Toda política de Estado, para tras-
cender en el tiempo, necesita el 
soporte de algún tipo de marco 
normativo. Sin embargo, no existe, 
necesariamente, una relación entre 
política y norma. La consolidación 
de una política de este tipo, impli-
ca, principalmente en democracia, 
atravesar múltiples conflictos, di-
vergencias y contrariedades entre 
los actores. Esto es así porque el 
consenso no constituye un requi-
sito primario para el diseño de la 
política de Estado, sino una suerte 
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de “decantación” del proceso de 
construcción de la misma. Para te-
ner políticas de Estado se requiere 
de un espacio o un campo político 
donde Estado y Sociedad se pien-
sen entre sí y a sí mismos. Para 
ello, los gobiernos deben alentar 
una institucionalidad que facilite 
la circulación de los conflictos y 
del debate público que preceden la 
decisión política (Cueto & Guarda-
magna, 2011).
Especialistas y tecnócratas opinan 
que las políticas de Estado son una 
utopía, pero lo cierto es que la so-
ciedad reclama políticas de largo 
plazo, por lo que deben ser esta-
bles y continuas. Desde esta pers-
pectiva, la política de Estado es un 
proceso de naturaleza conflictiva 
en el cual hay momentos en los 
que la lucha y el disenso dan paso 
a acuerdos, a instancias que ayu-
dan a generar puntos de encuentro 
o, por lo menos, a aceptar que al-
guien, finalmente, logre imponer 
su visión y eso, transitoriamente, 
genera un orden.
El Ordenamiento Territorial debe 
ser una política de Estado, porque 
exige la combinación de fuerzas 
políticas y equilibrios sociales para 
la resolución de problemas estruc-
turales e integrales del territorio, 
por ser el espacio de convergen-
cia de poderes y porque la gestión 
exige saberes técnicos específicos 
y holísticos, la coordinación de las 
políticas públicas y un soporte nor-
mativo que trascienda en el tiempo.
1.3 Institucionalidad, gobernabi-
lidad y gobernanza
No basta con enunciar una política 
de Estado; es necesario construir-
la entre todos y para poder hacerlo 
se necesita que exista respeto por 
las instituciones, lo que asegura 
una gobernabilidad. En un Estado 
de Bienestar estas dos condiciones 
bastaban para un buen gobierno, 
pero en el contexto actual se nece-
sita, además, conciliar posiciones 
entre distintos actores, minimizar 
los conflictos a través de una ma-
yor participación y avanzar hacia 
una mayor gobernanza. 
La institucionalidad es entendida 
como un atributo básico del im-
perio o de la república, dentro de 
un estado de derecho. Cabe señalar 
que no existe completo consenso 
del alcance que se debe otorgar al 
término. En líneas generales, debe 
entenderse que una sociedad o un 
Estado tienen su institucionalidad 
más avanzada y fuerte, cuanto más 
eficientes sean las normativas y le-
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yes que se aplican, y cuanto menos 
distorsiones se verifiquen en las re-
gulaciones y resoluciones. La insti-
tucionalidad se refiere a: 
• El Estado de Derecho como 
instrumento de gobierno; que 
la ley sea capaz de guiar la 
conducta humana y que los 
poderes la interpreten y apliquen 
congruentemente y con las 
menores distorsiones posibles 
para facilitar las interacciones 
humanas y permitir la prevención 
y solución efectiva, eficiente y 
pacífica de los conflictos. 
• El Ordenamiento Jurídico, 
conjunto de normas que 
interactúan entre sí y que están 
interconectadas con base en 
principios de aplicación general. 
• La Institucionalidad Política que 
regula la estructura y órganos 
del gobierno del Estado (Franco 
& Székely Pardo, 2010).
Sin embargo, en la práctica, es po-
sible comprobar la existencia de 
fragmentación institucional y des-
articulación, lo que suele conducir 
a la descoordinación, a la duplica-
ción y, por ende, al desperdicio de 
recursos. 
Mientras exista mayor institucio-
nalidad, se podrá construir mayor 
gobernabilidad, concepto relacio-
nado con la capacidad de un buen 
gobierno. De acuerdo con la Orga-
nización de los Estados America-
nos, para lograrlo se necesita: 
• Estabilidad institucional y polí-
tica. 
• Efectividad en la toma de deci-
siones y la administración. 
• Continuidad de las reglas y las 
instituciones, y consistencia e 
intensidad de las decisiones. 
• Gobernanza, la que depende del 
nivel de madurez que alcance 
una sociedad organizada para 
asumir responsabilidades com-
partidas en la implementación 
de decisiones y en el arte de go-
bernar correctamente. 
La estabilidad institucional y polí-
tica se asegura con un Estado de-
mocrático, pero también con una 
clara distribución de competencias 
y responsabilidades; en tanto que 
la efectividad en la toma de deci-
siones y la administración depende 
de la eficacia y consistencia de las 
políticas, como también de la con-
tinuidad de las reglas e institucio-
nes y del control de las acciones. 
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La gobernabilidad exige un acuer-
do de parte del poder político 
mientras que la gobernanza requie-
re un pacto entre el Gobierno y la 
Sociedad como miembros de una 
asociación política o comunidad 
que comparten poder. 
La gobernanza es entendida como 
la capacidad de regular e intervenir 
teniendo en cuenta la coordinación 
de la multiplicidad de actores, para 
lograr un “buen gobierno”. La idea 
es discutir colectivamente los pro-
blemas y arribar a soluciones. Se 
relaciona con el nivel de madurez 
que alcance la sociedad organiza-
da para asumir responsabilidades 
compartidas. 
La institucionalidad y la goberna-
bilidad son clave para el Ordena-
miento Territorial por ser el Estado 
el que regula el accionar de distin-
tas instituciones, a través de normas 
que definen los ámbitos de compe-
tencia y los modelos de organiza-
ción y gestión; además porque es 
el responsable de hacer cumplir los 
principios de equilibrio, equidad y 
sostenibilidad tendientes al logro 
del bien común. 
En el territorio confluyen, además, 
múltiples actores con diferentes 
tipos de intereses, por lo que la 
concurrencia de poderes plantea 
la necesidad de consolidar la go-
bernanza a través de una activa 
participación para poder construir 
consensos, a pesar de que no siem-
pre los gobiernos están dispuestos 
a hacer partícipes de las decisiones 
a otros actores que inciden en el te-
rritorio. 
2. Etapas de la planificación en 
América Latina 
Más de 40 años de historia de la 
planificación en América Latina 
pueden ser sintetizados a través del 
análisis de la producción científica 
de investigadores reconocidos en 
el ámbito internacional, tales como 
Carlos De Mattos, especialista en 
planificación urbana (De Mattos, 
1986) o Ángel Massiris, referente 
en el tema de las políticas territo-
riales (Massiris, 2001). También de 
autores como Martin Becerril-Pa-
dua y César Garcés que realizan 
un estudio sobre las contribuciones 
que realiza la CEPAL a los estu-
dios del fenómeno urbano-metro-
politano (Becerril - Pauda & Gar-
cés, 2004) y Pedro Felipe Montes, 
quien plantea al Ordenamiento Te-
rritorial, como opción de políticas 
urbanas y regionales en América 
Latina y el Caribe (Montes, 2001). 
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A partir de los aportes de tales auto-
res se puede reconstruir el proceso 
por el que ha transitado la planifi-
cación en este continente; proceso 
que ayuda a explicar el interés ma-
nifiesto en las últimas décadas por 
el Ordenamiento Territorial.
El proceso de adopción de la pla-
nificación en América Latina se 
inicia con la Conferencia realiza-
da en Punta del Este, en 1961, y la 
creación de la Alianza para el Pro-
greso. A partir de estos hechos se 
crean organismos de planificación 
y se elaboran planes nacionales de 
desarrollo en los que se incluye la 
planificación urbana física, con-
forme con los paradigmas teóricos 
prevalecientes.
Se trata de una planificación “des-
de arriba” que centra la atención 
en la morfología urbana y utiliza 
instrumentos provenientes de la 
Economía; por lo que el territorio 
es considerado de manera parciali-
zada, no sistémica ni integral, de-
jando de lado otros aspectos vincu-
lados con la función, la estructura 
y el proceso de aspectos sociales, 
políticos y ambientales.
En las décadas siguientes, la pla-
nificación urbano-regional intenta 
salvar este problema, mediante la 
transmisión de las directrices de 
desarrollo nacional a cada locali-
dad a través del desglose de planes 
nacionales (sectoriales) en progra-
mas y proyectos. Pero la visión del 
territorio sigue siendo parcializa-
da; se aplica metodologías dife-
rentes para abordar lo urbano y lo 
regional, pero no se logra identifi-
car relaciones, y sigue siendo una 
planificación sin oponentes; solo 
planifica el Estado, para lo cual se 
conforma sistemas de información 
estadística y se utiliza técnicas de 
programación económica. 
Es decir que, durante mucho tiem-
po, la planificación sigue siendo 
normativa, tecnocrática, econo-
micista, rígida y vulnerable a los 
cambios porque trabaja sistemá-
ticamente con “sectores” y solo 
asistemática, parcial y secundaria-
mente con “problemas” sin tener 
en cuenta la referencia territorial. 
En consecuencia, no atiende uno 
de los problemas clave que plantea 
la economía en el territorio, el de la 
concentración y los desequilibrios 
territoriales, por lo que no logra 
responder a las reales demandas 
sociales, generando iniquidades y 
deterioro ambiental.
A partir de 1980, el énfasis está 
puesto en el enfoque del eco-de-
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sarrollo impulsado por el Informe 
Brundtland, el que da lugar al do-
cumento: “Nuestra Propia Agenda 
sobre Desarrollo y Medio Ambien-
te” (Comisión de Desarrollo y Me-
dio Ambiente de América Latina y 
el Caribe, 1991). En esta década se 
intensifica las políticas ambientales 
en países como Bolivia, Ecuador, 
El Salvador, Honduras, Nicaragua 
y República Dominicana, los que 
conciben el ordenamiento territo-
rial como un instrumento de ges-
tión ambiental (Massiris, 2008).
Desde esos años, en América 
Latina comienza a configurarse 
corrientes de pensamiento sobre 
estrategias alternativas para el 
desarrollo regional (Gudiño et al., 
2013), así: 
• la corriente contestataria; afirma 
que en el ámbito de una economía 
capitalista no es posible pensar 
en la ejecución integral de 
estrategias conducentes a un 
verdadero desarrollo regional 
(Coraggio, 1981); 
• la participativa; plantea la nece-
sidad de aumentar la capacidad 
de negociación de las regiones 
y ampliar los niveles de parti-
cipación en ellas, a través de la 
búsqueda de una mayor descen-
tralización y reconocimiento de 
competencias propias a organis-
mos de carácter regional, que no 
estén jerárquicamente subordi-
nados al Estado nacional. (Boi-
sier, S., 1985). 
Poco a poco se plantea la necesi-
dad de una planificación más flexi-
ble, estratégica, coordinada y con-
certada entre los diferentes actores 
sociales. En la década de los 90 
surge, con fuerza, la Planificación 
Estratégica ante la presencia de un 
Estado debilitado y la necesidad de 
articular acciones entre el sector 
público, el privado y la sociedad. 
El Estado ha sido el actor principal 
del proceso durante más de tres dé-
cadas y han prevalecido estructu-
ras gubernamentales centralizadas, 
verticalistas y rígidas que aplica-
ron políticas públicas sectoriales 
parcializadas, lo que ha generado 
yuxtaposiciones de acciones de 
manera inorgánica y descoordina-
da en los distintos niveles de com-
petencia jurisdiccional. La existen-
cia de conflictos, divergencias e 
intereses particulares y sectoriales, 
que se resisten al cambio, plantea 
la necesidad de crear consensos 
y acuerdos, motivo por el cual el 
Ordenamiento Territorial se debe 
transformar en una verdadera polí-
tica de Estado. 
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3. El Ordenamiento Territorial 
como política de Estado. Caso 
Argentina-Mendoza
En los últimos años del siglo XX, 
ante los efectos del neoliberalismo, 
se plantea la necesidad de redefinir 
el rol del Estado, hacer partícipes a 
otros actores y centrar la atención 
en el Ordenamiento Territorial, 
como forma de planificación mul-
ti-escalar, relacional, multidimen-
sional, holística y sistémica, que 
puede abordar la realidad de una 
manera integral, lo que demanda 
una forma de gestión distinta, que 
coordine la acción de las distintas 
instituciones con competencia en 
el territorio. 
Es necesario… diseñar nuevas 
estrategias de gestión y realizar 
cambios en las condiciones so-
cioeconómicas y de cultura de 
planificación que hagan posible 
el éxito de la política de Orde-
namiento Territorial (Massiris, 
2002, p. 19). 
Frente a problemas no resueltos y a 
las transformaciones que ocasiona 
el neoliberalismo en los territorios 
surge el Ordenamiento Territorial, 
como forma de planificación que 
puede minimizar los impactos ne-
gativos, mediante la implementa-
ción de acciones a corto, media-
no y largo plazo. La renovación 
conceptual y metodológica de que 
es objeto centra la atención en la 
gestión, en la formulación de polí-
ticas públicas coordinadas y en la 
aplicación de planes, programas, y 
proyectos en distintas escalas geo-
gráficas. 
Esta visión del Ordenamiento Te-
rritorial requiere operar cambios 
estructurales, difíciles de lograr 
por la permanencia de estructuras 
políticas y administrativas rígidas 
y por la existencia de poderes con 
intereses diversos que pugnan para 
que nada cambie. 
El Ordenamiento Territorial no 
debe depender de los cambiantes 
humores políticos de los gobiernos 
y coyunturas electorales, sino que 
debe ser el resultado de la combi-
nación de fuerzas políticas y socia-
les para poder implementar accio-
nes consensuadas y coordinadas 
e intervenir, de manera efectiva y 
eficiente, en la organización del 
territorio a través del tiempo. Esto 
depende del grado de instituciona-
lidad, gobernabilidad y madurez 
que alcance una sociedad para con-
solidar la gobernanza como meca-
nismo de construcción de consen-
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sos y participación ciudadana en 
los actos de gobierno. 
Los que trabajamos en Ordenamien-
to Territorial durante mucho tiempo 
hemos estado avocados a aplicar 
distintas metodologías para elabo-
rar planes, programas o proyectos, 
pero estos instrumentos no lograrán 
producir los cambios esperados, si 
no atendemos aspectos vinculados a 
las normativas vigentes y la gestión 
de las políticas públicas. 
Con el propósito de ejemplificarlo 
se analiza, a continuación, un caso: 
el de Argentina, Estado federativo 
que define y pone en marcha una 
Política de Estado de Desarrollo 
Territorial, luego del cambio 
de modelo en el país y la crisis 
económica desatada en el año 
2001.
En otra escala de análisis se profun-
diza en Mendoza, primera provin-
cia argentina que logra sancionar, 
en 2009, una Ley de Ordenamiento 
Territorial en la que se prevé el Or-
denamiento Territorial, como po-
lítica del Estado y establece, entre 
sus principios, el bien común, el 
equilibrio, la equidad y la sosteni-
bilidad. 
3.1 El estado de situación en Ar-
gentina
El modelo neoliberal instaurado 
en ese país, en la década de los 
90, provoca el uso indiscriminado 
del territorio, un crecimiento ur-
bano sin control, la competencia 
inequitativa debida al libre juego 
oferta-demanda, una pérdida per-
manente y progresiva de capital 
natural, cultural y social; el aumen-
to de las desigualdades sociales y 
la acentuación del proceso de con-
centración económica y poblacio-
nal en determinadas ciudades. Para 
revertir la situación de conflictos 
y atenuar los desequilibrios terri-
toriales y las iniquidades sociales, 
el Gobierno Nacional, que asume 
en 2003, encomienda al Ministerio 
de Planificación Federal, Inversión 
Pública y Servicios, la construc-
ción de una Política de Estado de 
Desarrollo Territorial, por imple-
mentarse en mediano y largo plazo. 
Se concibe al Ordenamiento Terri-
torial como una construcción polí-
tica y social progresiva en función 
de la identidad territorial y cultu-
ral de cada lugar o jurisdicción del 
territorio. Su instrumentación se 
plantea a través de la formulación 
de una política nacional encargada 
de gestionar planes, programas y 
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proyectos de desarrollo territorial, 
tratando de compatibilizar su ac-
cionar con las políticas sectoriales. 
Se pretende que cada organismo 
incorpore la dimensión territorial 
en su gestión de gobierno. Se tra-
ta de una perspectiva de carácter 
transversal sobre el conjunto de 
la gestión socio-gubernamental 
para permitir superar la actitud de 
competencia entre provincias y 
municipios, a través de modelos de 
gestión compartida en el territorio. 
(Ministerio de Planificación Fede-
ral, Inversión Pública y Servicios, 
2008).
El marco territorial de la Política 
Nacional de Desarrollo y Ordena-
miento Territorial es el de un país 
equilibrado, integrado, sustentable 
y socialmente justo. Como toda 
política requiere instrumentos para 
generar los efectos deseados, y 
es por este motivo que se crea el 
Sistema Nacional de Desarrollo 
y Ordenamiento Territorial (SiN-
DOT), estrategia de intervención 
permanente que pone en marcha 
tres componentes básicos para ar-
ticular y garantizar el logro de los 
objetivos de la Política Nacional 
de Desarrollo y Ordenamiento Te-
rritorial: 
• El Plan Estratégico Territorial 
Nacional, PET, que define los 
planes, programas y proyectos a 
poner en marcha. 
• El Sistema de Información, 
Vinculación y Asistencia 
Técnica para el Desarrollo y 
el Ordenamiento Territorial, 
SIVAT, que genera la 
información necesaria para la 
planificación, articula y gestiona 
las relaciones entre los actores 
y asiste en términos técnicos, 
metodológicos y económicos.
• La Ley Nacional de Desarrollo 
y Ordenamiento del Territorio, 
que define las normativas 
y las reglas de juego de la 
planificación y los proyectos en 
marcha. 
El Sistema Nacional de Desarrollo 
y Ordenamiento Territorial avanza 
en los dos primeros instrumentos: 
el Plan Estratégico Territorial Na-
cional, PET, y el Sistema de Infor-
mación, Vinculación y Asistencia 
Técnica para el Desarrollo y el 
Ordenamiento Territorial, SIVAT, 
pero a más de 10 años de su pues-
ta en marcha no logra los resulta-
dos esperados. Son los gobiernos 
provinciales quienes, siguiendo 
las directivas del Gobierno Nacio-
nal, trabajan en el diagnóstico y 
Perspect. geogr. Vol. 20 No. 1. Año 2015 enero - junio, pp. 11-36 27
construcción del modelo deseado, 
como también en los grandes li-
neamientos que definen las accio-
nes en el territorio. Pero no todas 
las provincias hacen partícipe a la 
sociedad. Se inicia el desarrollo de 
una infraestructura de datos espa-
ciales, pero no todas las institucio-
nes intervienen en el proceso ni se 
da un conocimiento real sobre la 
necesidad de vinculación que debe 
existir entre el PET y el SIVAT, ni 
que los mismos forman parte de la 
política nacional de Ordenamiento 
Territorial. 
La permanencia y estabilidad de 
ambos instrumentos depende de la 
Ley Nacional de Desarrollo y Or-
denamiento Territorial, la que en 
el momento no ha sido sancionada 
debido a la existencia de intereses 
diversos, lo que se atribuye a la fal-
ta de comunicación y participación 
de las instituciones con competen-
cia en el tema.
Este marco legal debe orientar y 
regular el proceso de organización 
y ordenamiento territorial, pero la 
carencia de este instrumento ha 
conducido a la permanencia de un 
marco legal disperso y a la falta 
de articulación de las acciones. La 
Constitución Nacional reforma-
da en 1994 establece pautas para 
orientar la construcción del territo-
rio argentino, a saber:
• El Artículo 75, inc. 19, otorga 
atribuciones al Gobierno 
Nacional para proveer el 
crecimiento armónico de la 
Nación y promover políticas 
diferenciadas que tiendan a 
equilibrar el desarrollo desigual 
relativo de provincias y regiones.
• El Artículo 124, facilita la 
posibilidad de que las provincias 
participen y creen regiones 
orientadas hacia el desarrollo 
económico y social. En ellas 
se podrán crear, además, 
instituciones orgánicas para el 
cumplimiento de estos fines. No 
obstante, sus atribuciones son 
limitadas, como lo establece 
el Artículo 26, al prohibir la 
celebración de tratados parciales 
de carácter político entre ellas.
• El Artículo 41, otorga a la Na-
ción la facultad de dictar normas 
que contengan los presupuestos 
necesarios para la protección, 
en materia ambiental, respetan-
do las jurisdicciones locales.
• Las provincias son las que 
dictan las normas ambientales, 
directamente vinculadas con el 
buen uso del territorio y, por 
ende, son estas las que deben 
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poner en marcha los planes y 
programas de ordenamiento 
territorial.
Un primer problema es el referido 
a la definición de las competencias 
jurisdiccionales entre Nación, Pro-
vincia y Municipio. Debe recor-
darse que Argentina es un país fe-
deral y, por ende, existen distintos 
niveles de competencia y autono-
mía; es decir, de descentralización 
de poder. Cada provincia dicta su 
Carta Orgánica o Constitución, la 
que está condicionada a la Consti-
tución Nacional, de acuerdo con la 
reforma del año 1994, en 5 temas: 
el sistema republicano, los prin-
cipios de derechos y garantías, la 
educación y justicia y el régimen 
municipal autónomo. Con respecto 
a este último punto se debe hacer la 
salvedad de que el Artículo 123 de 
la Constitución Nacional, del año 
1994, aclara que cada provincia 
debe asegurar la autonomía muni-
cipal reglando su alcance y conte-
nido institucional, político, admi-
nistrativo, económico y financiero, 
conforme con lo dispuesto en la 
nueva Constitución. La mayoría de 
las provincias modifican su Consti-
tución, cambian la concepción del 
municipio y definen distintos crite-
rios para otorgar autonomía. Esto 
representa un problema serio a la 
hora de definir los alcances de la 
futura Ley de Ordenamiento Terri-
torial Nacional y puede hacer fraca-
sar el intento de ordenar y articular 
todas las normativas referentes al 
territorio. Máxime, cuando existen 
provincias que no han modificado 
su Carta Orgánica: Buenos Aires, 
Santa Fe, Córdoba y Mendoza, las 
de mayor poder político y econó-
mico. Esto constituye limitaciones 
de tipo político, económico y orga-
nizacional para la puesta en mar-
cha e implementación del Ordena-
miento Territorial, especialmente 
en lo referido a la Ley Nacional de 
Ordenamiento Territorial. 
Una ley de este tipo no solo debe 
tener en cuenta las competencias 
jurisdiccionales, sino un nuevo 
concepto de política; uno de ca-
rácter transversal a las políticas in-
tersectoriales, con una visión más 
inter-jurisdiccional que contemple 
una mayor interacción entre la eco-
nomía de mercado, los nuevos ro-
les del Estado, las acciones de los 
sectores privados y las actuaciones 
entre los sectores públicos y juris-
dicciones territoriales. También, 
debe definir que la modalidad de 
gestión responda a la propia natu-
raleza del Ordenamiento Territo-
rial, sistémica e integral, mediante 
la identificación de los instrumen-
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tos para cada nivel de competen-
cia porque no es el mismo nivel de 
resolución o escala en la que debe 
trabajar la provincia o el munici-
pio; requisitos indispensables para 
poder actuar en forma coordinada 
e involucrar todos los niveles u ofi-
cinas de una institución y a todas 
las instituciones con injerencia en 
el tema, incorporando tecnología 
informacional, una planificación 
administrativa-contable y una ade-
cuada capacitación del recurso hu-
mano interviniente en el proceso. 
(Gudiño, 2009).
3.2 El caso de Mendoza, provin-
cia argentina 
El detonante que lleva a profundi-
zar en el Ordenamiento Territorial, 
como política de Estado y forma 
de gestión integral y coordinada, 
es la experiencia desarrollada en 
Mendoza, provincia argentina que, 
después de más de 18 años de es-
pera y lucha por conseguir una nor-
mativa de este tipo, logra sancionar 
la primera ley en el contexto de la 
Política Nacional de Desarrollo Te-
rritorial en Argentina. 
La existencia de proyectos de ley 
en los que se priorizaba el interés 
del inversor privado y no el bien 
común, llevó a movilizar a la ma-
yoría de las instituciones para ob-
tener una Ley de Ordenamiento 
Territorial en la que se plasmara el 
sentir de una sociedad. 
En el intento de dar respuesta a los 
desequilibrios territoriales de la 
provincia, más de 12 proyectos de 
ley de Ordenamiento Territorial no 
se habían logrado concretar. Los 
últimos, presentados entre el 2002 
y 2005, fueron los detonantes para 
que el sector científico y tecnológi-
co elevara un informe interinstitu-
cional que es apoyado por la socie-
dad en su conjunto. La presión no 
solo permitió frenar los proyectos, 
sino archivarlos, por lo que en for-
ma conjunta se trabaja en una nue-
va propuesta de Ley. 
El proceso es iniciado por la Uni-
versidad Nacional de Cuyo y par-
ticipan el sector académico-cien-
tífico, instituciones del Estado y 
representantes de la sociedad en su 
conjunto. En virtud de esta deci-
sión se firma un Acta Acuerdo In-
terinstitucional, el 28 de diciembre 
de 2006, entre el Gobierno de la 
provincia de Mendoza, las Comi-
siones Legislativas, el Sector Aca-
démico y Científico, y otras institu-
ciones para tal fin. 
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El trabajo exige un gran esfuerzo 
de articulación entre instituciones 
gubernamentales, municipios y or-
ganizaciones no gubernamentales. 
A través de una importante cam-
paña de difusión se comunica los 
avances realizados, lo que permite 
a la sociedad avalar los resultados 
alcanzados2. 
La Universidad, había generado 
una sinergia en la comunidad y las 
instituciones para iniciar el camino 
hacia la gobernanza y para trans-
formar al Ordenamiento Territorial 
en una verdadera política de Esta-
do; sin embargo, el proceso no lo-
gra afianzarse debido a la pérdida 
de liderazgo de la Universidad, la 
permanencia de estructuras de po-
der en el propio Estado y la exis-
tencia de fuerzas de intereses que 
pugnan para que nada cambie. 
El Ejecutivo provincial presen-
ta el anteproyecto a la Legislatu-
ra de Mendoza, en el año 2007, y 
luego de dos años de consultas y 
correcciones es aprobado por una-
nimidad de ambas Cámaras y san-
cionado como Ley N° 8051 de Or-
denamiento Territorial y Usos del 
2 Universidad Nacional de Cuyo. (2009). Anteproyecto 
Ley de Ordenamiento Territorial y Usos del Suelo. 
Marco Regulatorio. 1a ed. Mendoza, Argentina: 
Universidad Nacional de Cuyo. 
Suelo, en mayo de 2009 (Legisla-
tura, 2009).
La normativa prevé el Ordena-
miento Territorial, como política 
del Estado; plantea la necesidad de 
consolidar la gobernabilidad y de-
fine mecanismos de participación y 
patrones de interacción entre acto-
res estratégicos. 
El propósito es generar las con-
diciones para que los ciudadanos 
contribuyan al cumplimiento del 
bien común e interactúen, y sean 
partícipes proactivos y responsa-
bles, mediante la opinión infor-
mada y fundada en todas las eta-
pas del Ordenamiento Territorial. 
Tendiente a ello se definen meca-
nismos de educación, información, 
integración y participación a través 
de publicidad, consultas y audien-
cias públicas, así como acciones de 
amparo. 
La normativa prevé, además, ins-
trumentos jerarquizados conforme 
con las competencias jurisdiccio-
nales y con la existencia de dis-
tintas escalas geográficas. Se di-
ferencian los contenidos del Plan 
Provincial y de los Planes Munici-
pales de Ordenamiento Territorial 
conforme con las competencias 
dadas por la Constitución provin-
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cial, los que se sustentan en la con-
formación y uso de un Sistema de 
Información Territorial provincial, 
de acceso público y gratuito. Como 
mecanismos de control se definen: 
la Evaluación de Impacto Territo-
rial, EIT, como complemento de la 
Evaluación de Impacto Ambien-
tal, EIA, y las Auditorías Exter-
nas de Impacto Territorial, como 
procedimiento para controlar la 
implementación de los Planes de 
Ordenamiento Territorial, sus Pro-
gramas y Proyectos. Incorpora, 
además, otros instrumentos para 
permitir la captación de recursos 
y canalización y direccionamiento 
de la inversión con el propósito de 
recuperar plusvalías y promover o 
desalentar actividades en el terri-
torio, según criterios de equidad y 
sostenibilidad. 
Se opta un modelo de gestión in-
novador, sustentado en la confor-
mación de un sistema interinstitu-
cional de coordinación y decisión 
en el que deben participar los di-
ferentes actores implicados. Esto 
significa cambiar, parcialmente y 
en forma gradual, la metodología 
de trabajo, con el involucramiento 
de lo social, lo político, lo econó-
mico, lo ambiental, como una uni-
dad indisoluble en el territorio. Se 
pone énfasis en las vinculaciones 
múltiples, dinámicas y cambiantes 
de la actuación de los organismos 
que participan en el sistema. 
Si bien la Ley, en su concepción, 
incluye todos los medios para pro-
ducir una verdadera transforma-
ción estructural en la gestión, es 
muy poco lo que se ha avanzado 
en su reglamentación y aplicación, 
debido a la existencia de estructu-
ras de poder en el mismo Estado e 
intereses económicos que frenan 
el proceso y que luchan para que 
nada cambie. 
En el anteproyecto se proponía la 
creación de una Unidad de Ejecu-
ción, como autoridad de aplica-
ción, de carácter descentralizado 
y autárquico, con personería jurí-
dica, capacidad de decisión y re-
cursos financieros propios, lo que 
no fue aceptado ni por gobierno 
ni por legisladores. La unidad fue 
reemplazada por una Agencia que 
está dentro de la estructura del Go-
bierno Central lo que ha significa-
do que la designación de personal 
sea más política que técnica, y que 
las decisiones queden en manos del 
gobierno de turno. Esto demuestra 
la falta de voluntad política para 
destrabar la burocracia de la admi-
nistración pública. También debili-
ta el accionar del Consejo de Or-
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denamiento Territorial, organismo 
creado a partir de la Ley que debe-
ría estar conformado por represen-
tantes de municipios, organismos 
científicos, académicos, colegios 
profesionales y organizaciones de 
la sociedad civil y que en la actua-
lidad no tiene representatividad de 
todos los involucrados en la toma 
de decisiones sobre el territorio, tal 
como lo exige la Ley, espacio que 
ha sido cooptado por funcionarios 
del gobierno provincial. 
La Ley N° 8051/09 de Ordena-
miento Territorial y Usos, en su 
Artículo 1, sobre objeto y fines del 
Ordenamiento Territorial, estable-
ce lo siguiente: 
La presente ley tiene por obje-
to establecer el Ordenamiento 
Territorial como procedimiento 
político administrativo del Es-
tado en todo el territorio provin-
cial, entendido éste como Políti-
ca de Estado para el Gobierno 
Provincial y el de los munici-
pios. Es de carácter preventivo 
y prospectivo a corto, mediano 
y largo plazo, utilizando a la 
planificación como instrumento 
básico para conciliar el proceso 
de desarrollo económico, social 
y ambiental con formas equili-
bradas y eficientes de ocupa-
ción territorial.
El artículo mencionado considera 
al Ordenamiento Territorial, como 
una forma de planificación del te-
rritorio y un instrumento básico 
para el desarrollo. Destaca dos 
conceptos: primero, define el Orde-
namiento Territorial como proce-
dimiento administrativo; es decir, 
centra su atención en la gestión, y 
segundo, lo considera una políti-
ca de Estado por lo que, además 
del gobierno provincial y munici-
pal, está implícita la participación 
de las diferentes instituciones que 
componen la sociedad mendocina; 
exigencia que en la realidad no se 
cumple. 
Una serie de hechos demuestran 
que no ha logrado convertirse en 
una política de Estado. La inercia 
en la gestión acentúa los problemas 
relacionados con la organización y 
uso del territorio; los mecanismos 
de control continúan siendo débi-
les; la Agencia de Ordenamiento 
Territorial tiene una capacidad de 
decisión reducida y los recursos 
financieros que estaban especifi-
cados en la Ley son destinados a 
otros fines; la reglamentación y 
aplicación de la Ley se encuentra 
demorada debido a estructuras de 
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poder e intereses políticos y econó-
micos que frenan el proceso. 
Es decir que no existe voluntad 
política de parte de quienes tienen 
las mayores responsabilidades por 
asumir, lo que debilita la institucio-
nalidad y gobernabilidad. Tampo-
co, se hace partícipe a otros actores 
no gubernamentales, por lo que no 
se respeta el espacio de la partici-
pación ciudadana en el Consejo de 
Ordenamiento Territorial, mientras 
que la mayor representatividad la 
tienen las instituciones del propio 
Estado, lo que dista mucho de lo-
grar una verdadera gobernanza. 
Reflexiones finales
De nada vale tener buenos docu-
mentos técnicos que no puedan 
ser aplicados, ni generar leyes 
que no se cumplen, ni seguir for-
mulando políticas que resultan 
ineficientes para mejorar las con-
diciones de vida de la población. 
Las esperanzas están puestas en 
el Ordenamiento Territorial, por-
que no se han logrado minimizar 
los impactos ocasionados por la 
concentración de poder político y 
económico, en lo social, ambiental 
y territorial. Esta especialidad lleva 
a profundizar en el Estado, como 
entidad política y administrativa, 
en las competencias jurisdicciona-
les y en su relación con las esca-
las geográficas, como también en 
la diferenciación existente entre la 
política de Estado y las políticas 
públicas para poder intervenir en el 
territorio. 
El análisis crítico e interpretativo 
sobre el proceso de planificación 
América Latina, como también 
el desarrollo de la experiencia de 
Argentina y Mendoza, en particu-
lar, señalan la necesidad de mayor 
institucionalidad, gobernabilidad 
y gobernanza para que el Ordena-
miento Territorial se transforme en 
una política de Estado. Si esto no 
se consigue, los cambios que se ne-
cesitan operar en la gestión, no se-
rán efectivos y no se podrán conci-
liar posiciones entre los intereses y 
poderes existentes en el territorio. 
Una política de Estado se constru-
ye a partir de consensos o, por lo 
menos, definiendo compromisos 
que deben plasmarse en acuer-
dos formales para llegar a un gran 
acuerdo, perdurable en el tiempo; 
debe ponerse por delante el interés 
común de la sociedad y los princi-
pios y fines del Ordenamiento Te-
rritorial. 
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El territorio demanda la coordina-
ción interinstitucional para poner 
en marcha y asegurar, en el tiem-
po, la aplicación de instrumentos 
territoriales (planes, programas, 
proyectos), económicos y de ges-
tión. La convergencia de actores y 
poderes en el territorio requiere la 
resolución de conflictos y la gene-
ración de consensos, única manera 
de construir un proyecto común y 
minimizar la incertidumbre en la 
toma de decisiones.
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